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Resumen 

El presente informe examina el régimen de incompatibilidades aplicable a 
abogados que se desempeñan como funcionarios públicos en Chile y revisa 
la regulación existente en Colombia, Estados Unidos e Italia en materia de 
incompatibilidades entre el ejercicio de funciones públicas y el desarrollo de 
actividades profesionales privadas. 

En Chile, el Estatuto Administrativo establece un régimen general de 
incompatibilidades referido principalmente al desempeño simultáneo de 
cargos y funciones públicas. Asimismo, el artículo 61 de la Ley Nº20.000 
contempla una incompatibilidad especial para abogados que se 
desempeñen como funcionarios o empleados de la Administración del 
Estado, prohibiéndoles patrocinar o representar a imputados por delitos 
contemplados en dicha ley, salvo determinadas excepciones legales. 

En Colombia, la regla general es que los servidores públicos no pueden 
ejercer la abogacía, salvo en los casos expresamente autorizados por la ley. 
Además, existen restricciones para litigar contra entidades públicas 
vinculadas al ámbito institucional del funcionario, limitaciones posteriores al 
cese de funciones y un régimen especial aplicable a funcionarios judiciales. 
En Estados Unidos, el sistema se estructura sobre prohibiciones de 
representación de intereses privados ante órganos federales, restricciones 
para recibir compensaciones por actuaciones de representación, normas 
sobre conflictos de interés financieros y limitaciones aplicables a 
exfuncionarios públicos. En Italia, el régimen contempla incompatibilidades 
generales para los empleados públicos, restricciones al desempeño de 
actividades remuneradas externas, limitaciones destinadas a prevenir 
conflictos de interés y una incompatibilidad general entre el ejercicio de la 
profesión de abogado y el trabajo subordinado. 
Del análisis comparado se observa que los ordenamientos examinados 
comparten la finalidad de resguardar la imparcialidad de la función pública y 
prevenir conflictos de interés derivados de la coexistencia entre funciones 
públicas y actividades profesionales privadas. Asimismo, Colombia, Estados 
Unidos e Italia contemplan restricciones posteriores al cese de funciones 
públicas y regulaciones especiales aplicables a determinadas categorías de 
funcionarios o actividades profesionales. 
Las principales diferencias radican en la técnica regulatoria empleada. 
Mientras Colombia e Italia establecen incompatibilidades amplias entre el 
ejercicio de la abogacía y el desempeño de cargos públicos, Estados Unidos 
privilegia un modelo centrado en la prevención de conflictos de interés y en 
las restricciones a la representación de intereses privados ante organismos 
federales.  
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Introducción 

A solicitud parlamentaria, el presente informe tiene por objeto examinar el régimen de incompatibilidades 
aplicable a abogados que se desempeñan como funcionarios públicos en Chile y revisar la regulación 
existente en Colombia, Estados Unidos e Italia respecto de las incompatibilidades entre el ejercicio de 
funciones públicas y el desarrollo de actividades profesionales privadas. 

El informe se estructura en dos apartados principales. El primero expone el régimen de 
incompatibilidades vigente en Chile, distinguiendo entre el régimen general contenido en el Estatuto 
Administrativo y la incompatibilidad especial prevista en la Ley Nº20.000. El segundo revisa la regulación 
existente en Colombia, Estados Unidos e Italia, identificando el régimen general y aquellos mecanismos 
especiales destinados a prevenir conflictos de interés, restringir determinadas actividades profesionales 
incompatibles con el ejercicio de funciones públicas y regular situaciones posteriores al cese de 
funciones. 

La revisión comparada se orienta especialmente a identificar la existencia de restricciones equivalentes 
o análogas a la contemplada en el artículo 61 de la Ley Nº 20.000, así como los mecanismos utilizados 
por otros ordenamientos para regular la relación entre función pública, ejercicio profesional y conflictos 
de interés. Para estos efectos, se examinan los casos de Colombia, Estados Unidos e Italia, por 
corresponder a sistemas jurídicos que presentan distintos modelos de regulación de las 
incompatibilidades aplicables a abogados y funcionarios públicos. 

El tema abordado y los contenidos del presente informe se encuentran delimitados por los parámetros 
propios de la Asesoría Técnica Parlamentaria, por el plazo de entrega convenido y por la información 
normativa y doctrinaria disponible. No constituye un documento académico y se enmarca en criterios de 
neutralidad, pertinencia, síntesis y oportunidad en su elaboración. Lo destacado y las traducciones son 
propias. 

 
 

I. Régimen de incompatibilidad en Chile  
 

En Chile, las incompatibilidades aplicables a los funcionarios públicos se encuentran reguladas 
principalmente en el Estatuto Administrativo (Ley Nº18.8341), que establece un régimen general de 
incompatibilidades entre empleos y funciones públicas. Junto a ello, determinadas leyes contemplan 
incompatibilidades especiales aplicables a categorías específicas de funcionarios o actividades 
profesionales. 

La doctrina ha definido las incompatibilidades indicando que “se refieren a cargos que no se pueden 
desempeñar de forma simultánea, ya sea por razones de parentesco o por la naturaleza del empleo que 
se desarrolla” (Cordero, 2023: 1222). De forma concordante, el Diccionario de la Lengua Española las 
define como un “impedimento o tacha legal para ejercer una función determinada, o para ejercer dos o 
más cargos a la vez” (RAE, s.f.). 

 

 
DFL 29. Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Ministerio 
Justicio, 2005. 
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A. Régimen general 
i) Incompatibilidades derivadas de relaciones de parentesco 

El artículo 85 del Estatuto Administrativo establece una incompatibilidad destinada a evitar relaciones 
jerárquicas entre personas vinculadas por determinados lazos familiares. La disposición señala que “en 
una misma institución no podrán desempeñarse personas ligadas entre sí por matrimonio, por 
parentesco de consanguinidad hasta el tercer grado inclusive, de afinidad hasta el segundo grado, o 
adopción, cuando entre ellas se produzca relación jerárquica”. 

Asimismo, si durante el desempeño de los cargos se genera alguno de estos vínculos entre funcionarios 
que mantienen una relación de subordinación, el funcionario subalterno deberá ser destinado a otras 
funciones en las que dicha relación jerárquica no se produzca. 

 

ii)  Incompatibilidad entre empleos y funciones públicas 

El artículo 86 del Estatuto Administrativo establece como regla general que los empleos regidos por 
dicho cuerpo legal son incompatibles entre sí. La incompatibilidad se extiende también a cualquier otro 
empleo o función prestada al Estado, aun cuando el funcionario se encuentre sujeto a un régimen 
estatutario distinto. 

La norma dispone expresamente que esta incompatibilidad comprende los cargos de elección popular. 
No obstante, permite que una persona sea nombrada en un cargo incompatible, caso en el cual, al 
asumir el nuevo empleo, “cesará por el solo ministerio de la ley en el cargo anterior”. 

 

iii)  Excepciones al régimen de incompatibilidad 

El artículo 87 del Estatuto Administrativo contempla diversas hipótesis de compatibilidad que constituyen 
excepciones al principio general establecido en el artículo 86. 

Entre ellas destacan la compatibilidad con cargos docentes hasta un máximo de doce horas semanales 
(artículo 87.a); el ejercicio de funciones a honorarios realizadas fuera de la jornada ordinaria de trabajo 
(artículo 87.b); el desempeño de hasta dos cargos como integrante de consejos o juntas directivas de 
organismos estatales (artículo 87.c); y el ejercicio de cargos en calidad de subrogante, suplente o a 
contrata (artículo 87.d). 

Asimismo, la norma permite compatibilizar el cargo titular con determinados cargos de exclusiva 
confianza, con aquellos cuyo nombramiento se efectúa por plazos legalmente determinados y con 
determinados cargos directivos superiores de instituciones estatales de educación superior (artículo 87.e 
y f). 

Por su parte, el artículo 88 regula los efectos remuneratorios de estas situaciones de compatibilidad y 
establece las condiciones bajo las cuales pueden ejercerse dichas funciones adicionales. 
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iv) Incompatibilidades entre la función pública y determinadas actividades particulares 

El artículo 56 de la Ley N.º 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración 
del Estado, establece restricciones al ejercicio de actividades privadas por parte de autoridades y 
funcionarios públicos. 

En primer lugar, dispone que dichas actividades deben desarrollarse fuera de la jornada de trabajo y 
utilizando recursos privados. En este sentido, señala que son incompatibles con la función pública “las 
actividades particulares cuyo ejercicio deba realizarse en horarios que coincidan total o parcialmente 
con la jornada de trabajo que se tenga asignada”. 

Asimismo, la norma prohíbe la representación de terceros en determinadas actuaciones judiciales, 
disponiendo que es incompatible con la función pública “la representación de un tercero en acciones 
civiles deducidas en contra de un organismo de la Administración del Estado”. La ley contempla como 
excepción los casos en que el funcionario actúe en favor de las personas señaladas en el artículo 54 
letra b)2 de la misma ley o cuando exista una disposición legal especial que autorice dicha 
representación. 

 

B. Régimen especial 
 

i) Incompatibilidad para la defensa de imputados por delitos contemplados en la Ley 
Nº20.000 

La Ley Nº20.000 establece una incompatibilidad específica aplicable a abogados que se desempeñen 
como funcionarios o empleados de la Administración del Estado. 

El artículo 61 dispone que: 

Los abogados que se desempeñen como funcionarios o empleados contratados a cualquier título 
en los servicios de la Administración del Estado o en instituciones o servicios descentralizados, 
territorial o funcionalmente, no podrán patrocinar ni actuar como apoderados o mandatarios de 
imputados por crímenes, simples delitos o faltas contemplados en esta ley. 

La prohibición alcanza tanto al patrocinio judicial como a cualquier forma de representación jurídica de 
imputados por infracciones a la legislación sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas. 

La infracción de esta prohibición puede dar lugar a sanciones administrativas. Tratándose de 
actuaciones relativas a crímenes o simples delitos, la ley establece como sanción la destitución del cargo 
o el término del contrato. Si la actuación recae sobre faltas, la conducta constituye una infracción grave 
de las obligaciones funcionarias, pudiendo igualmente disponerse la destitución o el término de la 
relación contractual. 

 
2 “Las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de 
consanguinidad y segundo de afinidad inclusive respecto de las autoridades y de los funcionarios directivos del 
organismo de la administración civil del Estado al que postulan, hasta el nivel de jefe de departamento o su 
equivalente, inclusive.” 
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La disposición contempla excepciones expresas para los abogados que se desempeñen en la 
Defensoría Penal Pública o como prestadores del servicio de defensa penal pública, cuando actúen en 
dichas calidades. Asimismo, excluye de la prohibición a los abogados que se desempeñen en las 
Corporaciones de Asistencia Judicial, a quienes se encuentren contratados por estas instituciones y a 
los egresados de Derecho que realicen en ellas la práctica profesional requerida para obtener el título 
de abogado, en cuanto actúen en el marco de dichas funciones. 

Finalmente, para efectos del control, el artículo 61 dispone que el juez de garantía o el Ministerio Público 
deberán informar a la Contraloría General de la República acerca de la identidad de los abogados que 
patrocinen o representen a imputados por delitos contemplados en la Ley Nº20.000. 

 
 

II. Régimen de incompatibilidad en el Derecho Extranjero 
 
 

1. Colombia 

En Colombia, las incompatibilidades entre el ejercicio de la abogacía y el desempeño de funciones 
públicas se encuentran reguladas en diversas normas constitucionales y legales. 

 

A. Régimen general aplicable a los servidores públicos y al ejercicio de la abogacía 

A nivel constitucional, diversas disposiciones establecen que determinados órganos y funcionarios del 
Estado estarán sujetos a regímenes especiales de inhabilidades e incompatibilidades. Así ocurre, por 
ejemplo, respecto de los funcionarios y empleados de la Fiscalía General de la Nación, cuya 
organización, ingreso, retiro del servicio e incompatibilidades deben ser regulados por ley (artículo 253).  

Del mismo modo, el artículo 279 dispone que la ley regulará las incompatibilidades de los funcionarios 
y empleados de la Procuraduría General de la Nación. Por su parte, los integrantes del Consejo Nacional 
Electoral tienen el carácter de servidores públicos de dedicación exclusiva y poseen “las mismas 
calidades, inhabilidades, incompatibilidades y derechos de los magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia” (artículo 264). 

 

i) Régimen disciplinario de los servidores públicos 

En términos generales, el régimen disciplinario de los servidores públicos se encuentra regulado por el 
Código General Disciplinario (Ley N°1952 de 2019). Su artículo 23 dispone que, con el objeto de 
salvaguardar principios como la moralidad pública, transparencia, objetividad, legalidad e imparcialidad, 
el sujeto disciplinable deberá: “acatar el régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y 
conflictos de intereses, establecidos en la Constitución Política y en las leyes”. 

Asimismo, el artículo 26 establece que constituye falta disciplinaria la vulneración de dicho régimen, 
señalando expresamente que: “Constituye falta disciplinaria (…) la incursión en cualquiera de las 
conductas previstas en este código que conlleven (…) violación del régimen de inhabilidades, 
incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses”. 
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ii) Régimen disciplinario de los abogados 

Por otra parte, el Código Disciplinario del Abogado (Ley N°1123 de 2007) dispone en el artículo 28, 
relativo a los deberes profesionales del abogado, la obligación de “[r]espetar y cumplir las disposiciones 
legales que establecen las incompatibilidades para el ejercicio de la profesión”. 

Por su parte, el artículo 29 contempla una prohibición general para los servidores públicos, disponiendo 
que: “No pueden ejercer la abogacía, aunque se hallen inscritos: 1. Los servidores públicos, aun en uso 
de licencia, salvo cuando deban hacerlo en función de su cargo o cuando el respectivo contrato se los 
permita”. 

La misma disposición agrega una restricción particularmente relevante desde la perspectiva de los 
conflictos de interés entre función pública y ejercicio profesional al indicar que “en ningún caso los 
abogados contratados o vinculados podrán litigar contra la Nación, el departamento, el distrito o el 
municipio, según la esfera administrativa a que pertenezca la entidad o establecimiento al cual presten 
sus servicios” (artículo 29.1). 

La norma contempla únicamente excepciones limitadas, referidas a actuaciones en causa propia y a 
determinadas hipótesis de asistencia jurídica autorizadas por la ley. 

 

B. Regímenes especiales 
 

i) Restricciones posteriores al empleo público 

El artículo 29 del Código Disciplinario del Abogado establece restricciones posteriores al desempeño de 
funciones públicas, al disponer que: 

Los abogados en relación con asuntos de que hubieren conocido en desempeño de un cargo 
público o en los cuales hubieren intervenido en ejercicio de funciones oficiales. Tampoco podrán 
hacerlo ante la dependencia en la cual hayan trabajado, dentro del año siguiente a la dejación de 
su cargo o función y durante todo el tiempo que dure un proceso en el que hayan intervenido 
(artículo 29.5) 

La infracción de estas incompatibilidades posee relevancia disciplinaria. En efecto, el artículo 39 de la 
Ley N°1123 establece que “[t]ambién constituye falta disciplinaria, el ejercicio ilegal de la profesión, y la 
violación de las disposiciones legales que establecen el régimen de incompatibilidades para el ejercicio 
de la profesión”. 

 

ii) Régimen de las y los funcionarios judiciales 

Respecto de los funcionarios judiciales, la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia (Ley N°270 
de 1996) contempla un régimen aún más estricto. Su artículo 151 dispone que el ejercicio de cargos en 
la Rama Judicial es incompatible con “[l]a gestión profesional de negocios y el ejercicio de la abogacía 
o de cualquier otra profesión u oficio”. 

Esta prohibición se complementa con otras incompatibilidades relacionadas con el desempeño de 
cargos públicos, actividades comerciales y funciones de representación o arbitraje. Además, el parágrafo 
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primero señala expresamente que “[e]stas prohibiciones se extienden a quienes se hallen en uso de 
licencia”. 

 

iii) Régimen de la defensoría pública 

Por otra parte, el ordenamiento colombiano contempla una excepción funcional para los abogados que 
integran el sistema de defensa pública. La Ley N°941 de 2005, que organiza el Sistema Nacional de 
Defensoría Pública, autoriza a abogados particulares contratados por la Defensoría del Pueblo para 
prestar servicios de defensa jurídica, estableciendo incluso que los abogados designados podrán 
excusarse cuando exista “incompatibilidad de intereses, ser servidor público o tener a su cargo tres (3) 
o más casos gratuitos” (artículo 32). 

 

2. Estados Unidos 

En Estados Unidos existe un régimen de incompatibilidades y conflictos de interés destinado a impedir 
que funcionarios públicos actúen como representantes de intereses privados ante el Estado o utilicen su 
posición para intervenir en asuntos respecto de los cuales tienen responsabilidades oficiales. 

 

A. Régimen general 

Las principales restricciones se encuentran contenidas en los artículos 203, 205, 207 y 208 del Título 18 
del Código de los Estados Unidos (United States Code) (Crimes and Criminal Procedure) así como en 
las Normas de Conducta Ética para los Empleados del Poder Ejecutivo (Standards of Ethical Conduct 
for Employees of the Executive Branch). 

 

i) Prohibición de recibir compensaciones por representación ante el Gobierno  

La sección 203 del título 18 del Código de Estados Unidos prohíbe a los funcionarios y empleados 
federales recibir compensación por servicios de representación prestados ante organismos o tribunales 
federales en asuntos en que los Estados Unidos sean parte o tengan un interés directo y sustancial. 

En particular, la norma establece que ningún funcionario podrá “recibir o aceptar cualquier compensación 
por servicios de representación, actuando como agente o abogado” en relación con procedimientos, 
contratos, reclamaciones, controversias, acusaciones, arrestos u otras materias en las que participe el 
Gobierno federal (§ 203.b.1). 

La infracción puede dar lugar a sanciones penales conforme a la sección 2163 del mismo título. 

 
 3 La sección 216 dispone “(a) La sanción aplicable a las infracciones previstas en los artículos 203, 204, 205, 207, 
208 o 209 de este título será la siguiente: 
(1) Quien incurra en la conducta constitutiva de la infracción será castigado con pena de prisión de hasta un año, 
o con una multa por el monto establecido en este título, o con ambas sanciones. 
(2) Quien incurra deliberadamente (willfully) en la conducta constitutiva de la infracción será castigado con pena 
de prisión de hasta cinco años, o con una multa por el monto establecido en este título, o con ambas sanciones”. 
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ii) Prohibición de actuar como abogado o representante de terceros ante el Gobierno 

La sección 205 contiene una restricción particular en torno al ejercicio profesional de abogados que 
desempeñan funciones públicas. La norma establece que un funcionario federal no podrá “actuar como 
agente o abogado en representación de cualquier persona ante un departamento, agencia, tribunal, 
consejo de guerra, funcionario o comisión civil, militar o naval” en asuntos respecto de los cuales los 
Estados Unidos sean parte o mantengan un interés directo y sustancial (§ 205.a.2). 

La norma comprende diversas actuaciones, incluyendo procedimientos judiciales, investigaciones, 
reclamaciones, controversias, solicitudes administrativas y acusaciones penales.  

La sección 205 contempla una excepción en la letra e, limitada a la prohibición de representación de 
terceros ante organismos federales, permitiendo que los funcionarios públicos actúen como 
representantes de sus padres, cónyuge, hijos u otras personas respecto de las cuales ejercen funciones 
fiduciarias (§ 205.e). Sin embargo, la excepción no opera cuando el funcionario haya participado 
personal y sustancialmente en el asunto en ejercicio de sus funciones públicas o cuando éste forme 
parte de su ámbito de responsabilidad oficial (§ 205.e.1-2).  

 

iii) Conflictos de interés financieros  

La sección 208 regula los conflictos de interés financieros en el ámbito de la función pública federal. La 
disposición prohíbe que un funcionario participe personal y sustancialmente, mediante decisiones, 
aprobaciones, recomendaciones, investigaciones o asesoramiento, en procedimientos, contratos, 
reclamaciones, controversias u otros asuntos específicos cuando tenga conocimiento de que él mismo 
o determinadas personas vinculadas poseen un interés económico en el resultado del asunto. 

En particular, la norma comprende los intereses financieros del propio funcionario, de su cónyuge, hijos 
menores, socios generales (general partners), organizaciones en las que desempeñe funciones como 
directivo, administrador fiduciario o empleado, así como de personas u organizaciones con las que 
mantenga negociaciones o acuerdos relativos a un futuro empleo. La infracción da lugar a las sanciones 
previstas en el artículo 216 del mismo título (§ 208.a).  

No obstante, la ley contempla determinadas excepciones y mecanismos de dispensa, entre ellos la 
autorización escrita de la autoridad competente cuando el interés económico sea considerado 
insuficiente para comprometer la integridad de la función pública (§ 208.b.1), así como exenciones 
establecidas por la Oficina de Ética Gubernamental (Office of Government Ethics) respecto de intereses 
financieros remotos o de escasa entidad (§ 208.b.1).  

Las disposiciones reglamentarias contenidas en la sección 2640 del Código de Regulaciones Federales 
(Code of Federal Regulations) desarrollan esta prohibición, precisando los conceptos de “materia 
específica” (particular matter), “participación personal y sustancial” (personal and substantial 
participation) y “efecto directo y previsible” (direct and predictable effect), así como los mecanismos de 
abstención, exención y dispensa aplicables en determinados casos. 
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iv) Normas éticas sobre actividades profesionales externas 

Adicionalmente, las Normas de Conducta Ética para los Empleados del Poder Ejecutivo (Standards of 
Ethical Conduct for Employees of the Executive Branch) advierten que las actividades profesionales 
externas pueden resultar incompatibles con las funciones públicas cuando generan conflictos de interés 
o comprometen la imparcialidad del funcionario. 

Las directrices señalan expresamente que existen “restricciones para representar personalmente a 
terceros ante cualquier tribunal, organismo federal u otras entidades determinadas, en asuntos que sean 
de interés para los Estados Unidos” (U.S Office of Government Ethics, s.f.: 22). Además, se contemplan 
limitaciones al ejercicio de determinadas actividades remuneradas externas y a la actuación como perito 
o experto en procedimientos en los cuales el Gobierno federal tenga un interés directo y sustancial (U.S 
Office of Government Ethics, s.f.: 22). 

 

B. Régimen especial 

Junto con las reglas generales aplicables a los funcionarios federales, el ordenamiento estadounidense 
contempla restricciones especiales para determinadas categorías de autoridades y exfuncionarios. 

 

i) Restricciones posteriores al cese del cargo 

La sección 207 del título 18 del Código de Estados Unidos establece restricciones aplicables una vez 
terminado el empleo público, con el propósito de evitar que antiguos funcionarios utilicen información 
privilegiada o contactos institucionales en beneficio de clientes privados. 

Entre ellas destacan: 

• una prohibición permanente para representar a terceros en asuntos específicos en los cuales el 
exfuncionario participó personal y sustancialmente durante su servicio público (§ 207.a.1); 

• una prohibición de dos años respecto de asuntos que estuvieron bajo su responsabilidad oficial 
durante el desempeño del cargo (§ 207.a.2); 

• restricciones temporales adicionales para altos funcionarios del Poder Ejecutivo, miembros del 
Congreso y otras autoridades de nivel superior (§ 207.c, d y e) 

La norma dispone que quien haya participado personalmente y de forma sustancial en un asunto 
determinado no podrá posteriormente comparecer ante órganos federales “en representación de 
cualquier otra persona” con el propósito de influir en decisiones relacionadas con ese mismo asunto (§ 
207.a.1) 

 

3. Italia 

En Italia, las incompatibilidades entre el ejercicio profesional y el desempeño de funciones públicas se 
encuentran reguladas mediante un conjunto de normas relativas al empleo público, la profesión forense 
y la prevención de conflictos de interés y corrupción en la administración pública. 
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A. Régimen general 

i) Incompatibilidades aplicables a los empleados públicos 

La regulación general del empleo público se encuentra contenida en el Decreto Legislativo Nº165 de 
2001, que establece las normas generales aplicables a los trabajadores de las administraciones 
públicas. 

Su artículo 53.1 dispone que “[s]e mantiene vigente para todos los empleados públicos el régimen de 
incompatibilidades” 

Asimismo, la disposición establece que las administraciones públicas no pueden encomendar a sus 
empleados funciones o encargos distintos de aquellos propios de sus funciones, salvo que se 
encuentren expresamente previstos o autorizados por el ordenamiento jurídico (artículo 53.2).  

Junto con ello, el sistema italiano incorpora una preocupación explícita por la prevención de conflictos 
de interés. El mismo artículo 53 dispone que las autorizaciones para el desempeño de actividades 
adicionales deben otorgarse conforme a criterios que excluyan “situaciones de incompatibilidad, tanto 
de derecho como, de hecho, o situaciones de conflicto de intereses, incluso potenciales, que 
comprometan el ejercicio imparcial de las funciones atribuidas al empleado” (artículo 53.5). 

En la misma línea, la norma establece una prohibición general respecto del desempeño de actividades 
remuneradas no autorizadas, señalando que “[l]os empleados públicos no pueden desempeñar 
actividades o encargos remunerados que no hayan sido conferidos o previamente autorizados por la 
administración a la que pertenecen” (artículo 53.7). 

La disposición agrega que la administración debe verificar expresamente la inexistencia de conflictos de 
interés, incluso potenciales, antes de otorgar la correspondiente autorización (artículo 53.7). 

 

ii) Restricciones posteriores al cese de funciones públicas 

El ordenamiento italiano contempla además restricciones destinadas a prevenir situaciones de conflicto 
de interés una vez finalizado el empleo público. 

En particular, el artículo 53 N°16-ter, del Decreto Legislativo Nº165 de 2001 dispone que los funcionarios 
que, durante los tres años anteriores al cese de sus funciones, hayan ejercido potestades autoritativas 
o facultades de negociación en representación de una administración pública “no pueden desempeñar, 
durante los tres años siguientes al término de la relación de empleo público, actividades laborales o 
profesionales en favor de sujetos privados destinatarios de la actividad administrativa ejercida mediante 
dichas potestades”. 

 

B. Régimen especial 

i) Incompatibilidades propias de la profesión de abogado 

La Ley Nº247 de 2012, que regula la profesión forense, establece incompatibilidades específicas para 
el ejercicio de la abogacía. 

El artículo 18 dispone que “[l]a profesión de abogado es incompatible” con diversas actividades 
profesionales y laborales. 
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Entre ellas, para efectos de este informe destaca la incompatibilidad con “cualquier actividad laboral 
subordinada, aun cuando se desempeñe con jornada parcial o reducida” (artículo 18.d). 

En términos prácticos, ello implica que el ejercicio profesional de la abogacía resulta, como regla general, 
incompatible con el desempeño de un empleo subordinado, incluido el empleo público. 

Asimismo, la norma declara incompatible el ejercicio de la profesión con el desarrollo habitual de otras 
actividades profesionales autónomas (artículo 18.a) y con el ejercicio de actividades empresariales de 
carácter comercial (artículo 18.b). 

 

ii) Inhabilidades e incompatibilidades aplicables a altos cargos públicos 

En materia de prevención de la corrupción y de los conflictos de interés, la Ley Nº190 de 2012 y el 
Decreto Legislativo Nº39 de 2013 establecen un régimen especial aplicable a determinados cargos 
directivos y de alta administración pública. 

El Decreto Legislativo Nº39 de 2013 define la incompatibilidad como “la obligación de optar entre la 
permanencia en el cargo y el ejercicio de actividades profesionales”. 

Asimismo, el artículo 4 contempla una hipótesis de inhabilidad para acceder a determinados cargos 
públicos. La disposición establece que quienes, durante el año anterior, hayan ejercido funciones o 
desarrollado actividades profesionales reguladas, financiadas o remuneradas por la misma 
administración que pretende efectuar el nombramiento “no podrán proveerse” determinados cargos 
directivos y de alta administración pública. 

Por otra parte, el artículo 9 dispone que los cargos superiores de dirección administrativa y los cargos 
directivos son incompatibles con el ejercicio de actividades profesionales cuando estas sean reguladas, 
financiadas o remuneradas por la misma administración que confiere el cargo. En particular, establece 
que “[l]os cargos superiores de dirección administrativa y los cargos directivos son incompatibles con el 
ejercicio de una actividad profesional cuando esta se encuentre regulada, financiada o, en cualquier 
forma, remunerada por la misma administración”. 

Finalmente, el artículo 19 contempla una sanción particularmente severa para los casos de 
incompatibilidad, disponiendo que esta situación “determina la cesación en el cargo y la resolución del 
contrato respectivo”. 
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